
Jurisprudencia 1a./J. 30/2017, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, viernes 21 de abril de 2017, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro y 
texto siguiente: 

“DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE CONFORME A 
LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. Al disponer el citado precepto 
constitucional, el derecho humano a la igualdad entre el varón y la mujer, establece una 
prohibición para el legislador de discriminar por razón de género, esto es, frente a la ley deben ser 
tratados por igual, es decir, busca garantizar la igualdad de oportunidades para que la mujer 
intervenga activamente en la vida social, económica, política y jurídica del país, sin distinción 
alguna por causa de su sexo, dada su calidad de persona; y también comprende la igualdad con el 
varón en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de responsabilidades. En ese sentido, la 
pretensión de elevar a la mujer al mismo plano de igualdad que el varón, estuvo precedida por el 
trato discriminatorio que a aquélla se le daba en las legislaciones secundarias, federales y locales, 
que le impedían participar activamente en las dimensiones anotadas y asumir, al igual que el 
varón, tareas de responsabilidad social pública. Así, la reforma al artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, da la pauta para modificar todas aquellas leyes 
secundarias que incluían modos sutiles de discriminación. Por otro lado, el marco jurídico relativo 
a este derecho humano desde la perspectiva convencional del sistema universal, comprende los 
artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como 2, 3 y 26 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y desde el sistema convencional interamericano 
destacan el preámbulo y el artículo II de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, así como 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.” 

  



Tesis aislada 1a. XXVIII/2017, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada el  10 de marzo de 2017 en el Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, de rubro y texto siguiente: 

“JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL SEXO DE QUIENES INTEGRAN UN ÓRGANO 
JURISDICCIONAL ES IRRELEVANTE PARA CUMPLIR CON AQUELLA OBLIGACIÓN. En la agenda de la 
lucha por la igualdad, diversos instrumentos normativos -nacionales e internacionales- reconocen 
la necesidad de cerrar la brecha existente entre hombres y mujeres en cuanto al acceso real y 
efectivo a las oportunidades proyectadas centralmente sobre su posibilidad de diseñar y hacer 
realidad su proyecto de vida. Así, se han realizado importantes reflexiones en torno a la 
pertinencia de combinar factores de representatividad y meritocracia en la integración de órganos 
jurisdiccionales. No obstante, el sexo de quienes integran un órgano jurisdiccional no impacta la 
calidad de una sentencia, los argumentos que la conforman, ni la ideología que pudiera justificarla. 
Ello se debe a que "las mujeres" no pueden entenderse como un grupo homogéneo desde una 
perspectiva formativa o ideológica, pues el sexo de las personas no garantiza que guarden cierta 
postura al resolver casos que involucren, por ejemplo, cuestiones familiares como la guarda y 
custodia, el divorcio o la fijación de una pensión alimenticia o compensatoria. De hecho, sostener 
que existe un "pensamiento" o "razonamiento femenino", contribuiría a fortalecer los modelos de 
conducta y estructuras de pensamiento estereotipadas que la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación busca erradicar con su doctrina sobre la obligación de juzgar con perspectiva 
de género. En efecto, dicha obligación comprende una metodología que garantiza que la 
aproximación de las y los juzgadores a los casos sometidos a su conocimiento, se realice tomando 
en cuenta posibles efectos discriminatorios del marco normativo-institucional en perjuicio de 
alguna de las partes. De lo anterior se sigue que la importancia de la perspectiva de género como 
categoría analítica radica en su valor como herramienta indispensable para el desarrollo de la 
función jurisdiccional en la tutela de los derechos a la igualdad, no discriminación y acceso a la 
jurisdicción, centrando el énfasis en cómo se resuelve y en la calidad de lo resuelto, y minimizando 
el impacto de la persona o personas que resuelvan. En otras palabras, el objetivo específico de la 
doctrina desarrollada sobre el tema radica, precisamente, en evitar que cuestiones como el sexo 
de las o los juzgadores resulten relevantes, permitiendo que la justicia se imparta conforme a los 
mismos estándares mínimos en todo el país y con independencia de la materia, instancia o vía 
intentada.” 

  



Tesis aislada 1a. XXVII/2017, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada el  10 de marzo de 2017 en el Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, de rubro y texto siguiente: 

 

“JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA PARA 
CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN. De acuerdo con la doctrina de la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación sobre el tema, la perspectiva de género constituye una categoría analítica -
concepto- que acoge las metodologías y mecanismos destinados al estudio de las construcciones 
culturales y sociales entendidas como propias para hombres y mujeres, es decir, lo que histórica, 
social y culturalmente se ha entendido como "lo femenino" y "lo masculino". En estos términos, la 
obligación de las y los operadores de justicia de juzgar con perspectiva de género puede resumirse 
en su deber de impartir justicia sobre la base del reconocimiento de la particular situación de 
desventaja en la cual históricamente se han encontrado las mujeres -pero que no necesariamente 
está presente en cada caso-, como consecuencia de la construcción que socioculturalmente se ha 
desarrollado en torno a la posición y al rol que debieran asumir, como un corolario inevitable de 
su sexo. La importancia de este reconocimiento estriba en que de él surgirá la posibilidad de que 
quienes tengan encomendada la función de impartir justicia, puedan identificar las 
discriminaciones que de derecho o de hecho pueden sufrir hombres y mujeres, ya sea directa o 
indirectamente, con motivo de la aplicación del marco normativo e institucional mexicano. Dicho 
de otra manera, la obligación de juzgar con perspectiva de género exige a quienes imparten 
justicia que actúen remediando los potenciales efectos discriminatorios que el ordenamiento 
jurídico y las prácticas institucionales pueden tener en detrimento de las personas, principalmente 
de las mujeres. En estos términos, el contenido de la obligación en comento pueden resumirse de 
la siguiente forma: 1) Aplicabilidad: es intrínseca a la labor jurisdiccional, de modo que no debe 
mediar petición de parte, la cual comprende obligaciones específicas en casos graves de violencia 
contra las mujeres, y se refuerza aún más en el marco de contextos de violencia contra éstas; y, 2) 
Metodología: exige cumplir los seis pasos mencionados en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 22/2016 
(10a.), de rubro: "ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA 
JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.", que pueden resumirse en la necesidad de detectar 
posibles -mas no necesariamente presentes- situaciones de desequilibrio de poder entre las partes 
como consecuencia de su género, seguida de un deber de cuestionar la neutralidad de las pruebas 
y el marco normativo aplicable, así como de recopilar las pruebas necesarias para visualizar el 
contexto de violencia o discriminación, y finalmente resolver los casos prescindiendo de 
cualesquiera cargas estereotipadas que resulten en detrimento de mujeres u hombres.” 

  



Jurisprudencia 1a./J. 22/2016, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, visible en la página 836, Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro y texto siguiente: 

“ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no 
discriminación por razones de género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia 
con base en una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método en toda 
controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a fin de verificar si existe una situación 
de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera 
completa e igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identificar 
primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un 
desequilibrio entre las partes de la controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas 
desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de 
desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso de que el material probatorio 
no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones 
de género, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la 
situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, 
así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución 
justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para ello 
debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas, 
especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, 
se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un 
lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por motivos 
de género.” 

  



Tesis aislada P. XX/2015, sostenida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
consultable en la página 235, Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo I, de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro y texto siguiente: 

“IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. OBLIGACIONES QUE DEBE CUMPLIR 
EL ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA. El reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida 
libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que 
todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, que 
constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que 
discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, implica juzgar considerando 
las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad. De 
ahí que los juzgadores deben cuestionar los estereotipos preconcebidos en la legislación respecto 
de las funciones de uno u otro género, así como actuar con neutralidad en la aplicación de la 
norma jurídica en cada situación, toda vez que el Estado debe velar por que en toda controversia 
jurisdiccional, donde se advierta una situación de violencia, discriminación o vulnerabilidad por 
razones de género, ésta se tome en cuenta, a fin de visualizar claramente la problemática y 
garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e igualitaria. Así, la obligación de impartir 
justicia con perspectiva de género debe operar como regla general, y enfatizarse en aquellos casos 
donde se esté ante grupos de especial vulnerabilidad, como mujeres y niñas indígenas, por lo que 
el juzgador debe determinar la operabilidad del derecho conforme a los preceptos fundamentales 
consagrados tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, procurando en todo momento 
que los paradigmas imperantes de discriminación por razón de género no tengan una injerencia 
negativa en la impartición de justicia; por el contrario, atendiendo precisamente a tales prejuicios 
o estereotipos, el juzgador debe considerar las situaciones de desventaja que tienen las mujeres, 
sobre todo cuando es factible que existan factores que potencialicen su discriminación, como lo 
pueden ser las condiciones de pobreza y barreras culturales y lingüísticas.” 

  



Tesis aislada 1a. CLX/2015, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, consultable en la página 431, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo I, de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro y texto siguiente: 

“DERECHO DE LA MUJER A UNA VIDA LIBRE DE DISCRIMINACIÓN Y VIOLENCIA. LAS 
AUTORIDADES SE ENCUENTRAN OBLIGADAS A ADOPTAR MEDIDAS INTEGRALES CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO PARA CUMPLIR CON LA DEBIDA DILIGENCIA EN SU ACTUACIÓN. El 
derecho de la mujer a una vida libre de discriminación y de violencia se traduce en la obligación de 
toda autoridad de actuar con perspectiva de género, lo cual pretende combatir argumentos 
estereotipados e indiferentes para el pleno y efectivo ejercicio del derecho a la igualdad. De 
conformidad con el artículo 1o. constitucional y el parámetro de regularidad constitucional, la 
obligación de todas las autoridades de actuar con la debida diligencia adquiere una connotación 
especial en casos de violencia contra las mujeres. En dichos casos, el deber de investigar 
efectivamente tiene alcances adicionales. En los casos de violencia contra las mujeres, las 
autoridades estatales deben adoptar medidas integrales con perspectiva de género para cumplir 
con la debida diligencia. Estas medidas incluyen un adecuado marco jurídico de protección, una 
aplicación efectiva del mismo, así como políticas de prevención y prácticas para actuar 
eficazmente ante las denuncias. Incumplir con esa obligación desde los órganos investigadores y 
los impartidores de justicia puede condicionar el acceso a la justicia de las mujeres por invisibilizar 
su situación particular.” 

  



Tesis aislada 1a. LXXIX/2015, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, consultable en la página 1397, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro y texto siguiente: 

“IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. DEBE APLICARSE ESTE MÉTODO 
ANALÍTICO EN TODOS LOS CASOS QUE INVOLUCREN RELACIONES ASIMÉTRICAS, PREJUICIOS Y 
PATRONES ESTEREOTÍPICOS, INDEPENDIENTEMENTE DEL GÉNERO DE LAS PERSONAS 
INVOLUCRADAS. Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no 
discriminación por razones de género, previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, respectivamente, deriva que todo órgano jurisdiccional debe 
impartir justicia con base en una perspectiva de género. Ahora bien, la utilización de esta 
herramienta de análisis para verificar si existe una situación de vulnerabilidad o prejuicio basada 
en el género de una persona, no es exclusiva para aquellos casos en que las mujeres alegan una 
vulneración al derecho a la igualdad, en virtud de que si bien es cierto que históricamente son las 
que más han sufrido la discriminación y exclusión derivadas de la construcción cultural de la 
diferencia sexual -como reconoció el Constituyente en la reforma al artículo 4o. de la Constitución 
Federal publicada el 31 de diciembre de 1974, en la que incorporó explícitamente la igualdad 
entre hombres y mujeres-, también lo es que los estereotipos de género que producen situaciones 
de desventaja al juzgar, afectan tanto a mujeres como a hombres. De ahí que la perspectiva de 
género como método analítico deba aplicarse en todos los casos que involucren relaciones 
asimétricas, prejuicios y patrones estereotípicos, independientemente del género de las personas 
involucradas, con la finalidad de detectar y eliminar las barreras y los obstáculos que discriminan a 
las personas por su pertenencia al grupo de "mujeres" u "hombres".” 

  



Tesis aislada 1a. XCIX/2014, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, consultable en la página 524, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I, de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro y texto siguiente: 

“ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN IMPARTIR JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. De los 
artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 6 y 7 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
"Convención de Belém do Pará", adoptada en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 
1994, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1999 y, 1 y 16 de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, adoptada por la asamblea general el 18 de diciembre de 1979, publicada en el 
señalado medio de difusión oficial el 12 de mayo de 1981, deriva que el derecho humano de la 
mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; 
primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de 
otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de 
igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género. Así, el reconocimiento de los 
derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en 
condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con 
perspectiva de género, que constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las 
barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, 
implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, 
discriminan e impiden la igualdad. De ahí que el juez debe cuestionar los estereotipos 
preconcebidos en la legislación respecto de las funciones de uno u otro género, así como actuar 
con neutralidad en la aplicación de la norma jurídica en cada situación; toda vez que el Estado 
tiene el deber de velar porque en toda controversia jurisdiccional donde se advierta una situación 
de violencia, discriminación o vulnerabilidad por razones de género, ésta sea tomada en cuenta a 
fin de visualizar claramente la problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e 
igualitaria.” 

  



Tesis aislada 1a. XXIII/2014, sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, visible en la página 677, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro y texto siguiente: 

“PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. SU SIGNIFICADO Y ALCANCES. 
El artículo 1o., párrafo último, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que queda prohibida toda discriminación motivada, entre otras, por cuestiones de 
género, que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y las libertades de las personas. En este sentido, el legislador debe evitar la expedición 
de leyes que impliquen un trato diferente e injustificado entre hombres y mujeres. A su vez, los 
órganos jurisdiccionales, al resolver los asuntos que se sometan a su conocimiento, deben evitar 
cualquier clase de discriminación o prejuicio en razón del género de las personas. Así, la 
perspectiva de género en la administración de justicia obliga a leer e interpretar una norma 
tomando en cuenta los principios ideológicos que la sustentan, así como la forma en que afectan, 
de manera diferenciada, a quienes acuden a demandar justicia, pues sólo así se puede aspirar a 
aplicar correctamente los principios de igualdad y equidad, ya que a partir de la explicación de las 
diferencias específicas entre hombres y mujeres, se reconoce la forma en que unos y otras se 
enfrentan a una problemática concreta, y los efectos diferenciados que producen las disposiciones 
legales y las prácticas institucionales.” 

 


